


SENTENCIA NÚMERO: CUARENTA Y CUATRO
En la ciudad de Córdoba, a los veintiséis días del mes de julio del año dos mil dieciocho, siendo las doce y quince horas, se reúnen en Acuerdo Público los Señores Vocales integrantes de la Sala Contencioso Administrativa del Tribunal Superior de Justicia, Doctores Domingo Juan Sesin, Aída Lucía Teresa Tarditti y Luis Enrique Rubio, bajo la Presidencia del primero, a fin de dictar sentencia en estos caratulados: "BARRIONUEVO, DOMINGA TERESA C/ PROVINCIA DE CÓRDOBA - PLENA JURISDICCIÓN - RECURSO DE APELACIÓN" (Expte. N° 1641003), con motivo del recurso de apelación interpuesto por la parte actora a fs. 72/79.

Seguidamente se procede a fijar las siguientes cuestiones a resolver:

PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente el recurso de apelación?

SEGUNDA CUESTIÓN: ¿Qué pronunciamiento corresponde?

Conforme al sorteo que en este acto se realiza los Señores Vocales votan en el siguiente orden: Doctores Domingo Juan Sesin, Aída Lucía Teresa Tarditti y Luis Enrique Rubio.
A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:

1.- A fs. 72/79 la parte actora interpuso recurso de apelación en contra del Auto Número Trescientos setenta y tres, dictado por la Cámara Contencioso Administrativa de Segunda Nominación el veinticinco de agosto de dos mil quince (fs. 69/70vta.), mediante el cual se resolvió: "I.- Hacer lugar a la excepción de Incompetencia del Tribunal interpuesta por la demandada. II.- Imponer las costas a la parte actora ...".

2.- La expresión de agravios admite el siguiente compendio:

Afirma que se le cargó con los defectos de la actuación administrativa de la Provincia demandada y la inseguridad jurídica a la que quedó expuesta dado que los fundamentos de la resolución impugnada son contradictorios porque el recurso de reconsideración fue rechazado por razones sustanciales y el recurso jerárquico también fue rechazado por el Ministro, por idénticas razones. 

Explica que si la Administración entendía que el recurso jerárquico fue incorrectamente interpuesto, la resolución debió haber denegado la concesión del mismo por ser formalmente improcedente. Agrega que al habérselo rechazado por ser sustancialmente improcedente, la acción contencioso administrativa quedó expedita en ese instante y no con el rechazo del recurso de reconsideración.
Destaca que en su primer dictamen de fs. 37 y vta., el Fiscal de Cámara señaló la existencia de una contradicción entre los considerandos de la resolución ministerial que concluye el procedimiento, y su parte resolutiva, razón por la cual por aplicación del in dubio pro habilitate instantae, se admitió la demanda contencioso administrativa.
Señala que -conforme la doctrina de los actos propios-, la Administración no puede plantear la excepción de incompetencia por la improcedencia del jerárquico, cuando en la resolución en la que debía adoptar esa postura optó por el rechazo del recurso por razones de índole sustancial.

Alega que la Constitución de la Provincia como el Decreto Número 2174/07, disponen que debe existir una delegación expresa del Poder Ejecutivo hacia los Ministros para resolver por sí todo asunto concerniente al régimen administrativo de sus respectivos Ministerios, que en el caso no existió. Añade que el Gobernador nombra y remueve al personal y que además la Ley 7233 no autoriza el agotamiento de la vía mediante la sola resolución del Ministro del ramo.

Reitera que en hipótesis donde se coloca al particular en una situación de duda, ésta debe resolverse siempre en beneficio del administrado. Razona que si ante el rechazo del recurso de reconsideración, se optara por iniciar directamente la vía del contencioso, se corre el riesgo de que la Provincia solicite el rechazo por no haberse agotado la vía administrativa, motivo por el cual no queda otra posibilidad que interponer el recurso jerárquico para que resuelva el Gobernador, que tiene la potestad para decidir en última instancia.

Argumenta que si se entendiera correcta la postura de la Administración, quedaría asignado entonces a su exclusivo criterio -establecido en todos los casos ex post facto- discernir entre los casos en que los Ministros tienen facultad para decidir en última instancia de aquellos en los que procede el recuso jerárquico.
Concluye que en este caso, la propia Administración ha desplegado una actividad que genera dudas, ya que no indica que el Ministro es la autoridad para resolver en última instancia ni cuál sería la norma por la que tendría esa facultad, rechazando el recurso jerárquico por motivos sustanciales vinculados al fondo de la cuestión y no en defectos relacionados a las formas.
Se agravia también de que la Sentenciante considere que, si era una alternativa la interposición del recurso jerárquico ante la autoridad que describe la primera parte del artículo 83 de la Ley de Procedimiento Administrativo, la decisión de esa misma autoridad y no la del superior que correspondiere, cualquiera sea el texto que emplee el proveyente, importará una denegatoria que deja expedita la queja respectiva conforme el artículo 86 y 77 ib.

Afirma que ese argumento es erróneo y contradictorio con la posición anteriormente asumida por el Fiscal y por el Juzgador. Precisa que la vía administrativa ya fue admitida y no existía ninguna referencia a la presentación de una queja, razón por la cual no puede la resolución sostener ahora que ésta no se interpuso.
Agrega que además la queja se podía haber interpuesto ante la falta de concesión del jerárquico, pero no ante su rechazo por razones sustanciales.

Expresa que la queja en sede administrativa no reviste el carácter de recurso ni su interposición es obligatoria a los fines de agotar la vía administrativa.

Afirma que el texto del artículo 86 de la Ley de Procedimiento Administrativo, establece que “el interesado podrá comparecer por escrito ante el Poder Ejecutivo, solicitando se avoque al conocimiento del recurso”, lo que es una clara indicación del carácter facultativo. Discurre que los artículos 80 y 84 ib., al referirse a los recursos de reconsideración y jerárquico prevén que “deberá interponerse por escrito” y que “se interpondrá por escrito”, respectivamente. Cita doctrina en apoyo a su razonamiento.

Finalmente se agravia de la imposición de las costas, ya que la contradicción observada, la falta de indicación que el Ministro resolvía en última instancia, el hecho de haberse habilitado la vía contencioso administrativa previo análisis realizado por el Fiscal y la Cámara, la debatida naturaleza jurídica de la queja son razones de peso que, de confirmarse la resolución recurrida, ameritan imponer las costas por el orden causado.
Formula reserva del caso federal (art. 14, Ley 48).

3.- Concedido el recurso interpuesto mediante el Auto Número Cuatrocientos noventa y cuatro de fecha seis de noviembre de dos mil quince (fs. 88), se elevan las presentes actuaciones a este Tribunal (fs. 90).

4.- A fs. 91 se dispuso el traslado del recurso de apelación a la parte demandada para que conteste los agravios, quien lo evacuó solicitando que se rechace la apelación interpuesta, con costas (fs. 92/94).

5.- Con posterioridad se dio intervención al Señor General de la Provincia, expidiéndose el Señor Fiscal Adjunto a fs. 96/98vta., por el rechazo del recurso interpuesto (Dictamen CA Nro 126 del 1 de marzo de 2016).
6.- A fs. 99 se dictó el decreto de autos, el que firme (fs. 100/100vta y103), deja la causa en estado de ser resuelta.

7.- El recurso bajo análisis ha sido oportunamente interpuesto, contra un auto que resuelve la excepción fundada en el artículo 24 inciso 1) de la Ley 7182 (arts. 41 y 43 de la Ley 7182).

Por ello, corresponde analizar si la vía impugnativa intentada satisface las demás exigencias legales atinentes a su procedencia formal y sustancial.

8.- Mediante el pronunciamiento recaído se hizo lugar a la excepción de incompetencia del Tribunal opuesta por la demandada y se impusieron las costas a la actora.

Para así decidir, la Cámara a quo asentó su decisión en la opinión expuesta por el Señor Fiscal según la cual, el procedimiento administrativo se agotó en su caso con la Resolución Número 1600/11 del señor Ministro de Salud (cfr. fs. 70vta.).

Contra dicho pronunciamiento alza su embate recursivo la accionante quien solicita la revocación del decisorio impugnado y el rechazo de la excepción de incompetencia planteada por la demandada, alegando en suma, la existencia de una duda razonable en el agotamiento de la vía administrativa en el caso particular, como consecuencia de la existencia de defectos en la actuación de la Administración. Subsidiariamente resiste la imposición a su cargo de las costas.

9.- A los fines de resolver el recurso de apelación interpuesto corresponde analizar si los agravios desarrollados por la recurrente se derivan de la resolución judicial criticada, habida cuenta que la competencia asumida por el Superior lo es sólo dentro de los límites del mismo (arts. 332 y 356 del C.P.C. y C., aplicables por remisión del art. 13 del C.P.C.A ).

Ello es así, toda vez que la segunda instancia (tal como señalan COUTURE, Eduardo J., Fundamentos de Derecho Procesal Civil, Edición Póstuma, Edit. Depalma, Bs. As. 1993, págs. 354 y sgtes.; RAMACCIOTTI, H. y LOPEZ CARUSILLO A. I., Compendio de Derecho Procesal Civil y Comercial de Córdoba, Edit. Depalma, Bs. As. 1981, T. III, pág. 446), no constituye un nuevo juicio, sino que su objeto consiste en verificar, sobre la base de la resolución impugnada y en los límites de los agravios formulados, el acierto o error de lo resuelto por el Tribunal de Mérito.

10.- Es pertinente recordar como primera aproximación al tema debatido, que es principio cardinal de nuestro proceso contencioso que la revisión judicial de los actos administrativos debe estar necesariamente precedida del autocontrol que permite que la Administración rectifique o ratifique sus propios actos.

En ese orden de ideas, es oportuno señalar que cuando el artículo 1 inciso a) de la Ley 7182 impone como presupuesto procesal que se impugne un acto administrativo, exige que éste cause estado en razón de haberse agotado a su respecto las instancias administrativas.

Sabido es, por otra parte, que el acto que causa estado, es un acto administrativo definitivo contra el cual se han interpuesto, en tiempo y forma, todos los recursos administrativos necesarios a fin de agotar la vía, cumplimentando de tal forma lo dispuesto por el artículo 178 de la Constitución Provincial (cfr. Sent. Nro. 205/2000 "Clamer...").

La jurisprudencia constante de los Tribunales del fuero, reiterada por esta Sala (Sent. Nro. 22 del 31-07-97 "Alvarez c/...") sostiene que la materia contencioso administrativa se configura sólo en presencia de resoluciones dictadas en ejercicio de función administrativa por autoridades con facultad para decidir en última instancia y que resuelvan o hayan tenido oportunidad de resolver sobre el fondo de la cuestión o derecho vulnerado, según se trate de acto denegatorio expreso o presunto (T.S.J., A.A.I.I. 12/82 "Sodicor...", 166/82 "Suc. R. Tato....", entre otros), o que la denegatoria formal del recurso emanada de dicha autoridad no haya quedado consentida al impugnar fundadamente el recurrente los concretos motivos aducidos para ello por la Administración (T.S.J., A.A.I.I. 212/82 "Bustos de Sabena ...", 210/84 "Empr. Grau y Cerrito...", 145/85 "Banco Hipotec. Nacional...", 350/86 "Coop. Agropec....", entre otros), y que la demanda haya sido incoada en tiempo propio, en definitiva, que la resolución impugnada y objeto del proceso "cause estado". 

11.- En el sub lite la impugnante reedita argumentos ya introducidos al contestar la excepción de incompetencia interpuesta por la demandada (fs. 58/60), los que han sido atendidos a su turno por la Judex a quo mediante un decisorio que repele las críticas opuestas por la recurrente.-

En tal sentido el Tribunal de Mérito señaló, con remisión a lo dictaminado por el Fiscal de Cámara (Dictamen Nro. 88, fs. 63/64), que: “… de acuerdo a las disposiciones del art. 147 in fine de la Constitución de la Provincia, y a la estructura orgánica del P.E. reglada por la Ley 9454; es de competencia de los Ministros, resolver por sí todo asunto concerniente al régimen administrativo a que se refiere el art. 6° de la Ley 7182. Consecuentemente sus actos administrativos definitivos, dejan expedita la acción contencioso administrativa pertinente y no procede contra ellos recurso jerárquico (art. 88 b L.P.A.)” (fs. 70). 

Así, es del caso señalar que a la fecha del dictado de la Resolución Número 1600/11 que rechazó el recurso de reconsideración -6 de diciembre de 2011- se encontraba vigente el Decreto Número 1003/07 que excluía al personal que integra el equipo de salud humana de los alcances del Decreto Número 1431/06 por el que se delegaba a la Secretaría General de la Gobernación y Control de Gestión competencias específicas en materia de personal.

Mediante el citado Decreto Número 1003/07, el Poder Ejecutivo Provincial delegó en el Ministro de Salud la competencia para resolver cuestiones relativas al personal, entre las que se encontraban las solicitudes de reubicaciones, recategorizaciones y reencasillamientos, entre otras.

Dicha delegación se daba en el marco de la Ley 9454 -B.O. 27/12/2007- que ratificó el Decreto Número 2174/07 de fecha diez de diciembre de dos mil siete, que establecía la Estructura Orgánica del Poder Ejecutivo Provincial. Conforme lo señaló la Cámara a quo, en el artículo 11 inciso 4) de ese Decreto se establecía que “Los Ministros tendrán las siguientes competencias y atribuciones comunes: (…) 4. Resolver por sí todo asunto concerniente al régimen administrativo de sus respectivos Ministerios que no requiera resolución del Poder Ejecutivo o en cuestiones que éste le haya delegado expresamente, ateniéndose a los criterios de gestión que se dicten…”.

Asimismo, en la Resolución Número 835/2010 mediante la que se desestimó el reclamo administrativo de la actora expresamente se señaló que “…si bien el reclamo previo analizado está dirigido al Sr. Gobernador de la Provincia, corresponde que el mismo sea examinado en la órbita de esta Cartera, por ser de estricta competencia ministerial” (énfasis agregado, fs. 10) y en la Resolución Número 834/2013 por la que se rechazó el recurso jerárquico se afirmó que “…resulta la improcedencia del recurso intentado en virtud de que la temática que motivara la interposición del referido recurso administrativo en su contra, oportunamente era de aquellas materias o asuntos en los que los Ministros representan la autoridad para resolver en última instancia en sede administrativa y contra sus actos no procede el recurso jerárquico…” (fs. 26).
Los argumentos expuestos y el repaso de la base fáctica de autos ponen en evidencia la falta de sustento de la insistencia de la recurrente en orden a su interpretación sobre el agotamiento de la vía administrativa. Tan es así, por cuanto asevera que la Resolución Número 834/2013 es la decisión que causó estado al denegar el recurso jerárquico (cfr. fs. 25/26) y no la Resolución Número 1600/2011 que desestimó el recurso de reconsideración (fs. 14/15) como sostuvo la Sentenciante. De ese modo deja al descubierto su disenso con el criterio adoptado, mediante una apreciación parcial de la cuestión que en los términos del recurso, no consigue acreditar la supuesta contradicción del Tribunal que denuncia.

12.- En este contexto es dable recordar que en el precedente de esta Sala recaído in re "Clamer Pedro..."   (Sent. 205/2000), se puntualizó que el recurso jerárquico comporta un verdadero poder de revisión de legitimidad y de oportunidad, llevado a cabo por el superior jerárquico del órgano administrativo que dictó el acto objeto de impugnación. Está íntimamente consustanciado con la jerarquía administrativa como un recurso ordinario y común. De allí que Sayagués Laso (Tratado de Derecho Administrativo, Montevideo, T. I, pág. 221) considera que "el recurso jerárquico es de principio de toda administración centralizada...pues deriva de la existencia de subordinación jerárquica".

Con esta proyección, teniendo presente la verdadera esencia de la impugnación, cual es la de posibilitar que se ejerzan las potestades que se han referido supra, sólo cabe concluir que quien interpone recurso jerárquico -ante el Inferior-, busca obtener la decisión -expresa o tácita- del órgano superior.

En el caso, el recurso jerárquico no era un recurso necesario en los términos del artículo 6 de la Ley 7182, atento que el acto a impugnar fue dictado por el propio órgano superior, razón por la cual, el camino a seguir para agotar la vía y asegurar el pronunciamiento de la autoridad máxima, había quedado aquí trazado por la delegación de carácter legal de potestades al propio Ministerio de Salud (Decretos Número 2174/07 y Número 1003/07 y Ley 9454). 

Adoptar un criterio distinto al arbitrado por la Judex a quo, vulneraría el principio de improrrogabilidad de los plazos establecidos con carácter perentorio, tanto en la Ley de Procedimiento Administrativo, como en la Ley de la Materia Contencioso Administrativa (Sents. Nro. 16/1995 "Vivas, Martín R..."; Nro. 42/1997 "Dauria, Carmen R..." y Nro. 67/2004 "Cuello, Eduardo...").

La caducidad de la acción se encuentra claramente configurada como adecuadamente lo resolvió el Tribunal en ajustada aplicación de las normas procesales vigentes a las circunstancias objetivas de la causa, sin que tenga virtualidad jurídica alguna para modificar el sentido de la resolución recurrida la pretensión de la apelante de que se considere como procedente y obligatoria la interposición en autos del recurso jerárquico, haciendo referencia que al resolver su admisibilidad el Ministro de Salud invocó razones sustanciales para su rechazo.
13.- Tampoco alcanzan para postular una decisión favorable a la habilitación de la instancia contencioso administrativa las secuencias procedimentales cumplidas por la actora y los argumentos relativos a la falta de referencia legal sobre la delegación de facultades en las Resoluciones Número 835/2010 y Número 1600/2011(cfr. fs. 75 del recurso de apelación), aun desde la perspectiva más favorable al principio pro actione.
Ello es así en razón que, en el panorama más favorable para la actora, es decir entendiendo que el recurso jerárquico sí resultaba procedente en el caso para agotar la vía administrativa o que las circunstancias le pudieron hacer dudar sobre su procedencia, lo cierto es que, ante su denegatoria por el órgano inferior, debió intentarse la queja ante el Poder Ejecutivo, extremo que no fue satisfecho por la Señora Barrionuevo, siendo una impugnación necesaria en la interpretación de las normas que se propiciaba.
Así lo señaló la Cámara al expresar que “…si revisamos como alternativa la interposición del recurso jerárquico ante la autoridad que describe la primera parte del art. 83 L.P.A. (como en éste caso); la decisión de esa misma autoridad y no del superior que correspondiere (el P.E. según la norma orgánica aludida), cualquiera sea el texto que emplee el proveyente, importará una denegatoria que deja expedita la ‘queja’ preceptiva (art. 86 y 77 L.P.A.). Extremo que no fue satisfecho, por lo que aún en el error invocado, no guarda coherencia el actor; y en tal supuesto su demanda resulta extemporánea por prematuridad y deja insatisfechos los mismos extremos legales…” (fs. 70vta.).

En el sub lite, la actora no podía omitir la interposición del remedio de la queja (art. 86 de la Ley 6658) que, como se sabe y lo tiene dicho esta Sala (Auto Nro. 106/2009 “Gazal, Elba María…” y Auto Nro. 17/2010 “Maldini, Javier Enrique…”), es obligatorio en los términos del artículo 6 de la Ley 7182, de lo que se infiere que no podría habilitarse la instancia ni aun considerando -como lo hizo la accionante- que la autoridad con competencia para resolver en última instancia era el Poder Ejecutivo, ello por no haberse cubierto la serie de eslabones impugnatorios previstos legalmente con carácter necesario, pues, según lo acontecido en la causa, sin la interposición de la queja, el acto traído a revisión, tampoco sería el acto conclusivo del procedimiento administrativo (cfr. Sala Contencioso Administrativa, Sents. Nro. 205/2000 "Clamer...", Nro. 3/2005 "Barri…" y Nro. 38/2007 "Varsi…").

Si bien el derecho a la jurisdicción supone la posibilidad de ocurrir a un Órgano Judicial en procura de justicia, para ello es menester que los Jueces encargados de administrarla obren con competencia, razón por la cual, la decisión jurisdiccional fundada en derecho será de carácter sustancial acogiendo o rechazando las pretensiones formuladas, siempre que concurran los requisitos legales para ello. 

14.- El derecho a la tutela judicial efectiva comprende el de obtener una resolución fundada en derecho, la que será de fondo, sea o no favorable a las pretensiones formuladas, siempre que concurran los requisitos procesales para ello (doctrina en Sentencias Nro. 18/1996 "Theaux de D'Intino, Clara..."; Nro. 25/1996 "Otero Astrada, Angélica..."; Nro. 49/1996 "Cestac de Vallejos, Teresa..."; Nro. 72/1997 "Aliaga, Agustín María y Otros..."; Nro. 87/1998 "Gallardo, Rafael Nicolás..."; Nro. 205/2000 "Clamer, Pedro Jorge..."; Nro. 40/2001 "Luna, Myriam del Valle..."; Nro. 99/2002 "Telefónica Comunicaciones Personales S.A. ...", entre muchas). 

En idéntico sentido se pronuncian la doctrina y jurisprudencia de los países que incorporan expresamente en sus textos constitucionales la precitada tutela judicial, receptada en la nueva Constitución de Córdoba en el Preámbulo y en su artículo 19 inciso 9 y en los artículos 18 de la Constitución Nacional, 10 de la Declaración Universal de los Derechos del Hombre de 1948 y 2.3.a. del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (entre otros, GONZÁLEZ PÉREZ, Jesús, El derecho a la tutela jurisdiccional, Ed. Civitas, Madrid, 1984, págs. 19 y sgtes.; FIGUERUELO BURRIEZA, Ángela, El Derecho a la tutela judicial efectiva, Ed. Tecnos, Madrid 1990, págs. 49 y ss.; CHAMORRO BERNAL, Francisco, La tutela judicial efectiva, Ed. Bosch, Barcelona 1994, pág. 298). 

Dicha tutela debe considerarse satisfecha con la obtención de una resolución fundada en derecho, que puede ser de inadmisión o desestimación por algún motivo formal cuando concurra alguna causa legal y así lo acuerde el Tribunal, en aplicación razonada de la misma (conf. GONZÁLEZ PÉREZ, Jesús, op. cit., págs. 30 y ss.). 

Sobre el particular, resulta ilustrativo el alcance con el cual el Tribunal Constitucional de España ha perfilado el derecho fundamental cuya vulneración se denuncia inconsistentemente en autos, poniendo de relieve que "...el derecho de acceso al proceso, en cuanto primera manifestación del derecho reconocido en el art. 24.1. CE, entraña el deber del ciudadano de cumplir con los presupuestos procesales legalmente establecidos, pues el derecho a obtener la tutela judicial efectiva no es un derecho absoluto e incondicional, sino un derecho de configuración legal que se satisface no sólo cuando el Juez o Tribunal resuelve sobre las pretensiones de las partes, sino también cuando inadmite una acción en virtud de la aplicación, razonada en Derecho y no arbitraria, de una causa legal..." (SSTC 15/1985, 34/1989, 164/1991, 192/1992 entre muchas, cit. por RUBIO LLORENTE, Francisco, Derechos fundamentales y principios constitucionales, Ed. Ariel, Barcelona 1995, pág. 271).
15.-En consecuencia, y conforme lo desarrollado supra, debe confirmarse la resolución del Tribunal a quo en este punto, desde que en autos no se configuran los presupuestos necesarios para la habilitación de la jurisdicción contencioso administrativa (art. 7 de la Ley 7182).
16.- Distinta suerte corren las objeciones formuladas por la recurrente en orden a la imposición de las costas de la instancia anterior dispuesta en la sentencia. Al respecto, es dable señalar que de conformidad a la pacífica jurisprudencia de esta Sala, la potestad de distribuir costas  es una facultad privativa del Tribunal de Juicio, que sólo puede ser controlada en los supuestos de arbitrariedad (cfr. Sala Cont. Adm., Sent. Nro. 78 del 04/08/1998, "Arcidiácono, Clotilde N. s/ Amparo por Mora - Recurso de Casación", entre muchas).

Para que no se configure un supuesto de ejercicio arbitrario de la potestad, ésta debe ejercerse dentro del marco normativo constituido por disposiciones cuya naturaleza no es exclusivamente adjetiva, aunque puedan estar ubicadas dentro de ordenamientos procesales (T.S.J., Sala Penal, Sent. Nro. 3/1998 "Magri, Carlos Julio p.s.a. homicidio culposo y lesiones culposas - Rec. de casación", Rev. Foro de Cba. Nro. 44, pág. 232). La excepción a la regla general impone la concurrencia de circunstancias especiales que justifiquen propiciar una modificación en el criterio de distribución observado por el Tribunal a quo, máxime en aquellos supuestos donde se mantiene lo resuelto en cuanto al fondo de la cuestión litigiosa.

En el caso subexamine, la actora pudo considerar que había razones atendibles y suficientes para oponerse a la excepción de incompetencia articulada por la demandada atento a los términos del primer dictamen del Fiscal de Cámara expidiéndose a favor de la habilitación de la instancia (fs. 37 y vta.), razón por la cual,-teniendo en cuenta demás el carácter alimentario de la cuestión de fondo- corresponde imponerlas en ambas instancias en el orden causado (art. 130 del C.P.C. y C., aplicable por remisión del artículo 13 de la Ley 7182).
Así voto. 
A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA AÍDA LUCÍA TERESA TARDITTI, DIJO: 

Considero que las razones dadas por el Señor Vocal preopinante deciden acertadamente la presente cuestión y, para evitar inútiles repeticiones, voto en igual forma.

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR LUIS ENRIQUE RUBIO, DIJO: 
Comparto los fundamentos y conclusiones vertidos por el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin, por lo que haciéndolos míos, me expido en idéntico sentido.

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO: 
Corresponde: I) Hacer lugar parcialmente al recurso de apelación (fs. 72/79) y, en consecuencia, revocar el Auto Número Trescientos setenta y tres, dictado por la Cámara Contencioso Administrativa de Segunda Nominación el veinticinco de agosto de dos mil quince (fs. 69/70vta.), sólo en cuanto impuso las costas a la actora vencida. 

II) Imponer las costas de ambas instancias por su orden (art. 130, del C.P.C. y C., aplicable por remisión del art. 13, C.P.C.A.)

III) Disponer que los honorarios profesionales de los Doctores Félix A. López Amaya y Juan M. Cafferata -parte actora-, por los trabajos realizados en la instancia, sean regulados por el Tribunal a quo, en conjunto y proporción de ley, si correspondiere (arts. 1 y 26, Ley 9459), previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta y uno por ciento (31%) del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (art. 40 ib.), teniendo en cuenta asimismo las pautas del artículo 31 ib.

Así voto. 

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA AÍDA LUCÍA TERESA TARDITTI, DIJO: 
Estimo correcta la solución que da el Señor Vocal preopinante, por lo que adhiero a la misma en un todo, votando en consecuencia, de igual forma. 

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR LUIS ENRIQUE RUBIO, DIJO: 
Voto en igual sentido que el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin, por haber expresado la conclusión que se desprende lógicamente de los fundamentos vertidos en la respuesta a la primera cuestión planteada, compartiéndola plenamente. 

Por el resultado de los votos emitidos, previo acuerdo, el Excmo. Tribunal Superior de Justicia, por intermedio de su Sala Contencioso Administrativa, 

RESUELVE: 

I) Hacer lugar parcialmente al recurso de apelación (fs. 72/79) y, en consecuencia, revocar el Auto Número Trescientos setenta y tres, dictado por la Cámara Contencioso Administrativa de Segunda Nominación el veinticinco de agosto de dos mil quince (fs. 69/70vta.), sólo en cuanto impuso las costas a la actora vencida. 

II) Imponer las costas de ambas instancias por su orden (art. 130, del C.P.C. y C., aplicable por remisión del art. 13, C.P.C.A.)

III) Disponer que los honorarios profesionales de los Doctores Félix A. López Amaya y Juan M. Cafferata -parte actora-, por los trabajos realizados en la instancia, sean regulados por 
//RRESPONDE: a los autos caratulados "BARRIONUEVO, DOMINGA TERESA C/ PROVINCIA DE CÓRDOBA - PLENA JURISDICCIÓN - RECURSO DE APELACIÓN" (Expte. N° 1641003)
el Tribunal a quo, en conjunto y proporción de ley, si correspondiere (arts. 1 y 26, Ley 9459), previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta y uno por ciento (31%) del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (art. 40 ib.), teniendo en cuenta asimismo las pautas del artículo 31 ib.
Protocolizar, dar copia y bajar.-
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